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En la región
centroamericana se ha

generado bastante
experiencia en el

desarrollo de políticas
forestales. Es necesario,

eso sí, fortalecer el
intercambio de

experiencias positivias
entre los países.
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Resumen Summary
En Centroamérica, el propietario privado es el principal actor en la
producción forestal. A excepción de Honduras y Panamá, en los
demás países la existencia de bosques nacionales es muy limita-
da. La deforestación anual en la región se estima en unas 400.000
ha, mientras que el área total de plantaciones establecidas hasta
hoy es apenas suficiente para compensar la deforestación de un
solo año. Esta comparación indica que las políticas para controlar
el uso de recursos forestales privados y las medidas para fomen-
tar la reforestación no han sido muy eficientes.
La metodología usada para este estudio fue una sistematización
retrospectiva. Se revisaron las políticas escritas, los planes na-
cionales, las leyes y sus reglamentos y los principales programas
de desarrollo. En algunos países centroamericanos no existen
políticas formalmente aprobadas y, en otros casos, la política es-
crita no refleja necesariamente la realidad. Por ello, se consultó
con los principales actores acerca de la implementación de po-
líticas forestales, con el fin de investigar el desarrollo real de ta-
les políticas y conocer los puntos de vista de los distintos acto-
res. La consulta se realizó por medio de una entrevista semi-es-
tructurada a 58 personas entre funcionarios de gobierno, profe-
sionales independientes y propietarios forestales.
El problema principal para el dueño de bosques es la inseguridad
de poder cosechar. Los propietarios desconfían de la continuidad
de las políticas y leyes forestales y de los servicios forestales;
también tienen problemas para comercializar sus productos. Por
su parte, los funcionarios del gobierno echan la culpa a la tenen-
cia de la tierra y al establecimiento de áreas protegidas. Recien-
temente se han establecido y/o fortalecido organizaciones de
propietarios, aunque a veces en forma polarizada. En los últimos
procesos de política forestal se ha tenido un alto nivel de partici-
pación por parte de los propietarios. Esta participación es de su-
ma importancia para mejorar la calidad de políticas futuras.
Entre los gobiernos, se da una tendencia a liberalizar el cultivo
de árboles en plantaciones forestales y buscar, mediante planes
de manejo, que el manejo de los bosques naturales sea soste-
nible. Los propietarios reconocen el esfuerzo, pero consideran
que los trámites son poco ágiles. La privatización de controles
pudiera resultar positiva desde de punto de vista del propietario
forestal, ya que según los resultados de este estudio los profe-
sionales independientes son más sensibles a la problemática
del propietario que los funcionarios estatales. 
En cuanto a los incentivos directos, las opiniones están dividi-
das. Sobre los programas de costos compartidos (donaciones
por el gobierno), las opiniones son positivas mientras que sobre
los incentivos fiscales son negativas. Sobre los créditos, la opi-
nión unánime es que, aunque sean blandos, las condiciones
son tan desfavorables que por ello no hay demanda. En cuan-
to a formación, capacitación, extensión, información e investiga-
ción, la situación es bastante similar en todos los países: hay
acciones aisladas pero con poca planificación y coordinación
por entes estatales.
Palabras claves: Política forestal; producción forestal; planta-
ciones forestales; propiedad privada; incentivos forestales;
América Central.

The forest policies and the owner of forests in Central
America. The private forest owner is the principal actor in forest
production in Central America. In Honduras and Panama exist
national forests, but in the other countries practically all
productive forests belong to private owners. The annual
deforestation rate in the region is about 400.000 ha, whereas
the total area of forest plantations established until present is
hardly enough to compensate the deforestation of one single
year. This indicates clearly that the policies to control the use of
forest resources and, on the other hand, the measures taken to
boost reforestation have not been efficient.
The methodology applied in this research is retrospective
systematization. The forest policies, national plans, laws and
degrees and the principal development programmes were
revised. As in all the countries there is no formal policy
documents and in some other cases the documents are not
necessarily reflected in the reality, interviews of the principal
actors in the implementation of forest policies were carried out.
The research applied semi structured interviews directed to 58
government officers, independent forestry professionals and
representants of forest owners. 
The principal problem of a private forest owner is insecurity
related to harvesting forest products. However, there is big
difference in the definition of the causes of such insecurity
between the different groups interviewed; the forest owners
themselves emphasize the lack of confidence in forest policy,
law and forest service as well as problems in marketing of forest
products. Government officers emphasize the insecurity caused
by lack of official land titles and by expansion of protected areas.
In the past  years there have been notable achievements in
establishing and stregthening of forest owners associations.
There has been a strong participation of forest owners and
peasants in the latest forest policy processes, which is of
utmost importance to improve future policies.
In the mechanisms of control the governments seek to establish
strict controls on harvesting native forest and  to relax the control
in case of forest plantations. The forest owners acknowledge
the effort, but at the same time express their dissatisfaction on
the slowness of the process. Privatization of the controls may
result positive as, according to the results of the study, the
independent forestry professionals seem to be more sensitive to
the problems of forest owners than government officers.  
As far as the incentives are concerned, the results of the study
are quite black and white; the opinions on the fiscal incentives
are quite negative whereas the opinions on cost sharing
(donations) are positive. The unanimous opinion on the credit as
an incentive is that even in case of soft credits, there is not
much demand.  Concerning the indirect incentives (e.g.
education, training, extension, information and research) the
situation is equal in all the countries; some services are
provided, but there is no holistic programme planned and
coordinated by the government.
Keywords: Forest policy; forest production; forest plantations;
private ownership; forest incentives; Central America
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Al conjunto de medidas to-
madas por el sector públi-
co para dirigir el sector fo-

restal se le conoce como política
forestal. Tradicionalmente, la preo-
cupación principal en la formula-
ción de políticas forestales ha sido
el suministro de madera para el fu-
turo y las oportunidades de em-
pleo que el bosque ofrece. Sin em-
bargo, en las últimas décadas se
presta más atención a los produc-
tos y servicios no maderables del
bosque, incluyendo agua y aire, así
como la calidad del ambiente y la
biodiversidad.

La oportunidad del sector públi-
co de participar en el ámbito fores-
tal se da, básicamente, a través de
dos opciones: la administración de
bosques nacionales y el control ejer-
cido sobre el manejo de bosques
privados. Los propietarios privados
son los principales actores del sec-
tor forestal de Centroamérica, ya
que solo en Honduras y Panamá
hay bosques nacionales; en los otros
países, aparte de las áreas protegi-
das y de conservación, casi no hay
bosques nacionales.

Este estudio forma parte del pro-
grama de investigación sobre el pro-
ceso de toma de decisiones de los
dueños de bosques para participar
en la producción forestal. Dicho
programa es ejecutado entre la Uni-
versidad de Helsinki y el Centro
Agronómico Tropical de Investiga-
ción y Enseñanza (CATIE) con fi-
nanciamiento de la Academia de
Finlandia. La investigación se com-
pletará en el 2006, pero las tesis de
Korhonen (2000), Piotto (2001), Por-
car i Castell (2002), Könönen (2003)
y Suazo (2003) ya revelan algunos
resultados.

El objetivo del programa es rea-
lizar un diagnóstico de las políticas
forestales en Centroamérica y su
impacto en el manejo de bosques
naturales productivos y plantacio-
nes forestales en manos del sector
privado.

Antecedentes
El proceso de toma de decisión es
complejo, ya que se ve afectado por
muchos factores internos y externos
al propietario mismo. Por definición,
la política forestal ejercida por el
sector público, aunque quizás no tan
eficiente como se esperaría, preten-
de generar un impacto en este pro-
ceso. Según la teoría de Ajzen y
Fishbein (1980) sobre la toma de de-
cisiones razonadas, la intención de
un individuo al actuar depende de
dos factores: la evaluación de resul-
tados de una acción y la norma suje-
tiva; es decir, la apreciación de las
normas comunes dentro de la socie-
dad y la motivación personal para
cumplir con estas normas. La políti-
ca forestal puede tener un impacto a
través de: los incentivos, que mejo-
ran el resultado económico de la ac-
tividad forestal; las leyes, reglamen-
tos y resoluciones forestales, que
forman parte de la normatividad de
la sociedad; la capacitación y exten-

sión forestal y los mecanismos de
control ejercidos por el servicio fo-
restal, que pueden convencer al pro-
pietario de cumplir con las normas.
Este estudio se enfoca, principal-
mente, en los incentivos, normas y
mecanismos de control.

La metodología que hemos em-
pleado es una sistematización re-
trospectiva; es decir, el rescate y re-
construcción de una experiencia pa-
sada. Así, se revisó el desarrollo his-
tórico de las políticas relacionadas
con el propietario de bosque hasta
el año 1990 y se elaboró una descrip-
ción detallada de los documentos de
política más recientes, como los pla-
nes y políticas, las leyes y sus regla-
mentos y los principales programas
de desarrollo. En algunos países
centroamericanos no existen políti-
cas formalmente aprobadas y, en
otros casos, la política escrita no re-
fleja necesariamente la realidad. Por
ello, se consultó con los principales
actores acerca de la implementación
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En Centroamérica se da la tendencia de liberar la cosecha de plantaciones forestales
y controlar el aprovechamiento de los bosques naturales mediante planes de manejo
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de políticas forestales, con el fin de
investigar el desarrollo real de tales
políticas y conocer los puntos de vis-
ta de los distintos actores. La consul-
ta se realizó por medio de una en-
trevista semi-estructurada a 58 ofi-
ciales de gobierno, profesionales in-
dependientes y propietarios foresta-
les. Todas las entrevistas fueron gra-
badas y tardaban entre 15 minutos y
hora y media. Entre noviembre 2000
y mayo 2001 se aplicaron las entre-
vistas, las cuales fueron transcritas
para obtener un total de 17370 lí-
neas escritas.

Por tratarse de una investigación
cualitativa, cada opinión tiene su
propio valor ya que representa una
verdad particular indiscutible.

Problemas del propietario
forestal centroamericano
Es evidente que la inseguridad es el
problema principal que los propie-
tarios de bosque enfrentan al deci-
dir si participan o no en actividades
productivas forestales. La causa de
esa inseguridad, sin embargo, no es
evidente, de acuerdo con las opinio-
nes emitidas por los grupos entre-
vistados (propietarios, profesiona-
les independientes y oficiales del
gobierno).

Por tratarse de aspectos cualita-
tivos principalmente, no se hizo un
análisis estadístico de la información

obtenida. Sin embargo, en el Cuadro
1 se presenta el resumen de los re-
sultados del estudio en cuanto a los
problemas mencionados por los pro-
pietarios forestales en sus activida-
des productivas. Debido a que el nú-
mero de entrevistados por categoría
es diferente, vale la pena poner más
atención a la distribución porcentual
de los problemas.

Es interesante ver que la percep-
ción sobre la problemática que en-
frentan los propietarios de bosques
es muy cercana entre profesionales
independientes y los propietarios
mismos, y no tanto con la de los ofi-
ciales del gobierno. Los profesiona-
les independientes son más sensibles
a la problemática de los dueños de
bosques que los oficiales del gobier-
no. En promedio, los propietarios
mencionaron 1,7 problemas por en-
trevista, 1,5 problemas los profesio-
nales independientes y 1,0 problema
los oficiales del gobierno.

El resultado más relevante es
que, aparentemente, la importancia
de la tenencia de tierra es sobre-va-
lorada por los profesionales foresta-
les. Para los propietarios, la seguri-
dad de la propiedad es una variable
importante, pero quizás no tanto si
se garantiza el aprovechamiento del
bosque en otras formas. Por ejemplo,
de los 621 propietarios entrevistados
durante la segunda fase del progra-

ma Universidad de Helsinki/CATIE,
ninguno mencionó los problemas re-
lacionados con la tenencia de la tie-
rra como un obstáculo para el esta-
blecimiento de plantaciones foresta-
les (Könönen 2003).

Desarrollo de
mecanismos de control
En cuanto a la atención que los ser-
vicios forestales ofrecen a los pro-
pietarios privados, hay toda una
mezcla de situaciones entre los paí-
ses. En Costa Rica y Panamá se
menciona una disminución en la
atención al sector forestal producti-
vo debido al énfasis actual en la pro-
tección ambiental. En Nicaragua, la
corriente es contraria, el Servicio
Forestal se convirtió en un ente au-
tónomo, después de depender del
Ministerio del Ambiente y Recursos
Naturales; con ello se espera mejo-
rar la atención. En Honduras se re-
clama que no se presta atención a
los dueños de bosques, sino sola-
mente a grupos organizados e indus-
trias forestales. En El Salvador, los
oficiales del gobierno sienten que la
atención ha mejorado pero sus
clientes no comparten esta percep-
ción, aunque reconocen avances en
la aprobación de planes de manejo.
En Guatemala, todas las partes en-
trevistadas están de acuerdo en que
la atención ha mejorado.

Cuadro 1.
Problemas que enfrentan los dueños de bosques para participar en actividades productivas forestales,
según percepciones de oficiales del gobierno, profesionales independientes y propietarios

Oficiales del gobierno Profesionales Propietarios de bosque Total
independientes

n % n % n % N %

Desconfianza a políticas y leyes 4 15 6 35 8 53 18 31

Desconfianza al Servicio Forestal 3 12 6 35 4 27 13 22

Falta de titulación de la tierra 7 27 4 24 2 13 13 22

Falta de cultura forestal 2 8 5 29 3 20 10 17

Mercados de productos forestales 2 8 1 6 5 33 8 14

Expansión de áreas protegidas 4 15 2 12 1 7 7 12

Incendios, plagas y enfermedades 3 12 1 6 1 7 5 9

Larga duración de la inversión 1 4 1 6 2 13 4 7
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El desarrollo de mecanismos de
control muestra dos corrientes, lo
cual resume muy bien uno de los en-
trevistados:

Hay una tendencia... en todos los
gobiernos, a ponerse más riguroso en
cuanto al manejo del bosque y menos
riguroso y menos regulador en la li-
bre cosecha de las plantaciones, lo
cual, en principio, es una tendencia
sana.

Según la visión presentada en la
Estrategia Forestal Centroamericana
(CCAD 2002), mediante el Sistema
Centroamericano de Áreas Protegi-
das se busca mantener la cobertura
de bosques. Con dicho sistema, se cu-
briría 25 – 30% del territorio regio-
nal: 10 - 15% del territorio se dedica-
ría al manejo forestal sostenible y
otro 10 – 15% al establecimiento de
plantaciones o bosques secundarios.

Todos los países controlan el
aprovechamiento de sus bosques na-
turales mediante planes de manejo.
Para ello se han desarrollado normas
que permitan desarrollar planes es-
tandarizados que garanticen el ma-
nejo sustentable. En 1997, se inició el
proceso centroamericano de crite-
rios e indicadores de ordenación fo-
restal sostenible: el Proceso de Lepa-
terique (CCAD 1997). A nivel inter-
no, en varios países también se ha
avanzado en la búsqueda de sosteni-
bilidad del manejo forestal y en pro-
cesos de certificación forestal. Es evi-
dente que la calidad de los planes ha
mejorado, pero aún no todos los sis-
temas vigentes facilitan un control
real y, por ende, no se puede verificar
si se da o no el manejo sostenible.

Las dudas sobre la sostenibilidad
del manejo de bosques tienen impli-
caciones serias. Esa ha sido la razón
por la que, prácticamente, no se ha
podido implementar el pago por ser-
vicios ambientales en Costa Rica pa-
ra el manejo de bosques naturales,
aunque la Ley Forestal contemple
tales pagos.

El aprovechamiento de planta-
ciones también ha evolucionado pa-
ra dar más libertad; aunque esa li-

bertad, a veces, es sólo aparente. Por
ejemplo, en Costa Rica hay libertad
de cosecha de las plantaciones, pero
si fueron establecidas con incenti-
vos, ya no tienen tal libertad. De he-
cho, casi 90% de las plantaciones fo-
restales en Costa Rica se han esta-
blecido con algún tipo de incentivo
(Araya et al. 2003).

Una de las tendencias más claras
de los últimos años es la privatiza-
ción de servicios forestales, inclu-
yendo algunos aspectos del control.
Según los resultados de este estudio,
la privatización de servicios foresta-
les pudiera ser positiva desde el pun-
to de vista del propietario forestal,
ya que los profesionales privados
son más sensibles a la problemática
de los propietarios que los funciona-
rios de gobierno.

Para este estudio es importante
lo que se dice en las entrevistas y co-
mo se dice; pero también es impor-

tante lo que no se dice. Es sorpren-
dente que ninguno de los 58 entre-
vistados hizo referencia a la madera
ilegal en el mercado centroamerica-
no. El silencio en cuanto a la tala y
comercio ilegal es evidente también
en los documentos de política. La re-
ciente Estrategia Forestal Centroa-
mericana incluye dos referencias al

comercio ilegal, pero en relación con
la comercialización de especies de
fauna y flora forestal en peligro de
extinción, y no como un problema
real de la economía nacional
(CCAD 2002).

Sin embargo, un estudio de
CATIE (Campos et al. 2001) estima
que la proporción de madera que
proviene de la tala ilegal en Costa
Rica es aproximadamente 35% del
volumen total aprovechado en el
país. En Honduras se estima que en-
tre 75 y 85% de las maderas latifo-
liadas y entre 30 y 50% de la made-

En varios países centroamericanos se da una polarización de propietarios forestales
en los grupos: empresarios y campesinos. Se recomienda entonces hablar
simplemente de productores forestales
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ra de coníferas es producida sin au-
torización del estado (Del Gatto
2003). Si bien no pretendemos espe-
cular al respecto, sí surgen algunas
interrogantes: ¿Cuál es la propor-
ción de madera ilegal en los otros
países? ¿Por qué no se menciona es-
te problema en las entrevistas?

El respeto a las leyes forestales
en Centroamérica no es del todo sa-
tisfactorio. En parte, esto se debe a
que las leyes forestales ponen dema-
siadas restricciones al manejo fores-
tal, lo cual no motiva a los propieta-
rios a cumplir. Sin embargo, algunos
opinan que el problema no siempre
es la ley, sino la interpretación selec-
tiva de la misma y su aplicación por
parte del servicio forestal. Además,
según opiniones expresadas por los
dueños de bosques, tampoco se da
seguimiento ni hay controles para
cumplir con la ley.

Los servicios forestales cuentan
con recursos muy limitados para
ejercer control; sin embargo, para
fortalecer la creación de una norma
sujetiva -o sea, el deseo personal del
propietario- que busque el cumpli-
miento de la legislación, tendría que
haber una probabilidad real (aun-
que sea pequeña) de que el propie-
tario sea, efectivamente, controlado
y que deba responder ante el servi-
cio forestal sobre el manejo de sus
bosques.

Incentivos directos
Entre los entrevistados se dieron
opiniones divididas en cuanto a los
incentivos directos. Sobre los pro-
gramas de costos compartidos (do-
naciones por el gobierno), las opi-
niones son positivas mientras que
sobre los incentivos fiscales son ne-
gativas. En todos los países existe la
posibilidad de acceder a un crédito,
pero siempre de tipo hipotecario. La
tierra forestal no se valora muy bien,
pero se acepta el vuelo forestal co-
mo garantía prendaria. Sin embargo,
según los entrevistados hasta ahora
no hay evidencia de que los bancos,
en realidad, lo acepten. En Costa Ri-

ca, El Salvador y Panamá se otorgan
créditos blandos, pero la opinión ca-
si unánime sobre los créditos es que,
aunque sean blandos, las condicio-
nes son tan desfavorables que no
hay demanda, y mucho menos si se
trata de préstamos con tasas norma-
les de interés.

Los incentivos fiscales aplicados
en Costa Rica, Guatemala y Panamá
han sido demasiado generosos, por
lo que han resultado de dos a tres
veces más caros para el Estado. Por
la misma razón, se han tenido efec-
tos secundarios indeseables, como
los beneficiarios que han estableci-
do plantaciones sin un interés real
en los beneficios futuros de la inver-
sión, sino solo para evitar el tener
que pagar impuestos. En algunos ca-
sos, el incentivo ha sido tan genero-
so que ha justificado la compra de
tierra para establecer la plantación,
lo cual ha acelerado el traspaso de
tierras de campesinos a empresas.
Por otra parte, el incentivo no ha be-
neficiado a los pequeños ni media-
nos propietarios, ya que estos casi no
pagan impuestos.

Según varios estudios, sería pro-
blemático depender solamente de
un tipo de incentivo. La aplicación
de varios incentivos pequeños que
tengan el mismo impacto que un in-
centivo grande sería una alternativa
más segura. Steiguer y Royer (1986)
se refieren a varias investigaciones
que identifican los diferentes roles
de los costos compartidos e impues-
tos como incentivos. Según Brooks
(1986), “Una óptima intervención
del mercado requiere de una combi-
nación de intervenciones que ofrez-
can un nivel adecuado de impacto y
una distribución satisfactoria de ga-
nancias y pérdidas”. Romm et al.
(1987) dice que “La diversificación
de políticas aumenta su acceso so-
cial, mientras que las políticas com-
plementarias aumentan el impacto
social”.

Sin embargo, la aplicación simul-
tánea de varios incentivos puede
crear una jungla de incentivos que

podrían salirse del control de los
propietarios y quizás, de los profe-
sionales forestales. Los más afecta-
dos serían los pequeños propieta-
rios, porque no tienen la capacidad
ni la motivación para familiarizarse
con los incentivos y sus sistemas de
aplicación.

La necesidad de mantener dife-
rentes tipos de incentivos fue am-
pliamente discutida en un Panel
Centroamericano sobre Incentivos
Forestales, en el que participaron
los gerentes de los servicios foresta-
les y el personal vinculado con el te-
ma. El Panel concluyó en que un in-
centivo es algo que cada cliente de-
fine; algo que parece un incentivo
para un propietario forestal puede
que no lo sea para otro. Por lo ante-
rior, es necesario mantener la dispo-
nibilidad de diferentes opciones de
incentivos, tanto directos como indi-
rectos. Cada tipo de incentivo tiene
ventajas que deben potenciarse, y
desventajas que deben minimizarse
(Pereira 2003).

Cuando se planifican futuros in-
centivos, el criterio más importante
es que sean realistas. A veces, el go-
bierno simplemente no está en con-
dición económica de invertir en el
desarrollo forestal, como parece ser
el caso de Honduras y Nicaragua.
En tales casos, es mucho mejor no
hacer promesas vacías con la emi-
sión de leyes o reglamentos de in-
centivos. Por ahora, en Centroamé-
rica hay dos leyes de incentivos que
no se aplican: la Ley de Fomento a
la Forestación, Reforestación y Pro-
tección del Bosque de Honduras y
la Ley 58 de 1999 de Panamá, la cual
crea el Certificado de Incentivo Fo-
restal para Pequeños Productores
Agropecuarios. Ambas leyes des-
pertaron grandes expectativas y
mucha frustración porque no se han
implementado.

En general, es mucho más co-
mún el cumplimiento parcial de los
compromisos establecidos en las le-
yes forestales, con lo cual no se logra
el respeto de los propietarios hacia
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las leyes. Por ejemplo, en casi todas
las leyes forestales promulgadas
desde los años 70 se habla de fondos
de desarrollo forestal; sin embargo,
sólo una pequeña parte están opera-
tivos. Este tipo de frustración de los
propietarios se puede sentir en las
entrevistas.

“En nuestro país el principal in-
cumplidor de la Ley, los delincuentes
de la Ley son las instituciones guber-
namentales. Son los primeros en vio-
lentar la Ley”.

Incentivos indirectos
En cuanto a los incentivos indirectos
(formación, capacitación, extensión,
información e investigación), la si-
tuación es bastante similar en todos
los países: hay algunas acciones ais-
ladas pero no existe un programa
holístico planificado y dirigido por el
gobierno. Una buena parte de estos
servicios son prestados por proyec-
tos y ONG.

Varias investigaciones concuer-
dan en la importancia del papel de
los extensionistas en la toma de de-
cisiones sobre el aprovechamiento o
inversión forestal (Cubbage y Hod-
ges 1986, Järveläinen 1986, Greene y
Blatner 1986, Lönnstedt 1997). Se-
gún Boyd (1984), el propietario fo-
restal privado responde mejor a la
asistencia técnica que a la donación
en forma de costos compartidos.

Los servicios de información
están abiertos a todos los propieta-
rios de bosques, incluyendo las em-
presas, ya sea en forma gratuita o
con precios nominales. Este tipo de
incentivos favorece más a los pro-
pietarios grandes e industriales
porque ellos tienen mejores posi-
bilidades de acceso, como lo de-
muestra Järveläinen (1986). Según
el autor, los grandes propietarios
usan más los servicios de los exten-
sionistas, asisten más frecuente-
mente a las reuniones de exten-
sión, leen regularmente revistas
profesionales y han recibido más
capacitación forestal que los pe-
queños propietarios. Sin embargo,

este no siempre es el caso: un
ejemplo de adopción de varieda-
des modernas de arroz (un resulta-
do de investigación) en Asia mues-
tra que los pequeños productores
adoptaron más rápidamente las va-
riedades modernas que los grandes
(Hayami 1981).

Los incentivos indirectos son las
formas más seguras de intervenir, ya
que tienen pocos impactos negativos
y la única preocupación es su efi-
ciencia. Estos servicios, tradicional-
mente, se han considerado como
ineficientes, pero esta percepción es-
tá mejorando. Además, son benefi-
cios para los propietarios activos y
no necesariamente para los propie-
tarios grandes.

Por otro lado, estos servicios son
inversiones a largo plazo y, en la si-
tuación económica prevaleciente
en Centroamérica, es difícil justifi-
car este tipo de inversiones. Uno de
los incentivos indirectos de más
corto plazo es la información sobre
los mercados. Más importante aún,
este responde directamente a uno
de los principales problemas men-

cionados por los propietarios: el
desconocimiento de los mercados.
Este tema podría ser un campo po-
tencial para la cooperación a nivel
centroamericano.

Los gobiernos podrían apoyar la
comercialización de productos fo-
restales también de manera indirec-

ta, mediante el apoyo a las organiza-
ciones de propietarios forestales. En
las entrevistas, se menciona que tal
apoyo se dio en Costa Rica y Pana-
má a principios de los años 90 y pos-
teriormente en El Salvador.

El problema de los pequeños
propietarios no parece, de ninguna
manera, resuelto en Centroamérica.
En realidad varios entrevistados en
Costa Rica mencionaron que la si-
tuación del pequeño propietario ha
empeorado después de entrar en vi-
gencia la Ley Forestal en 1996. Di-
cha ley no sólo exige títulos de pro-
piedad para poder aprovechar los
pagos por servicios ambientales, sino
que también ha puesto énfasis en la
conservación del bosque natural,
inexistente en las fincas de los pe-
queños propietarios.

La Estrategia Forestal Centroamericana busca, mediante el Sistema
Centroamericano de Áreas Protegidas, mantener la cobertura de bosques entre
25-30% del territorio total
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En Guatemala, donde ha habido
grandes avances en el sector forestal
en la última década, la Ley Forestal
de 1996 establece que el programa
de incentivos debe asignar una cuo-
ta dada para pequeños propietarios.
Sin embargo, un profesional inde-
pendiente afirma que el cambio po-
sitivo en el sector ha beneficiado a
los grandes propietarios privados,
pero no tanto a los pequeños.

“Para el propietario que tiene una
finca grande definitivamente ha sido
un cambio positivo. Pero las perso-
nas que tienen áreas pequeñas no
han sentido mayores cambios, pues
para realizar un proceso de manejo
tienen que seguir todo un proceso de
contratar a un técnico, de hacer el
plan, y con áreas pequeñas esto no es
rentable”.

La forma sostenible de facilitar
las actividades productivas fores-
tales entre los pequeños propieta-
rios es promover la cooperación.
Sin embargo, mientras tal proceso
no se dé, es necesario tener un cui-
dado especial para que los peque-
ños propietarios no sean completa-
mente excluidos de las actividades
forestales.

Recomendaciones
La seguridad sobre la tenencia de la
tierra casi ha sido la respuesta es-
tándar que se da cuando se habla
del factor dominante en la forma-
ción de relaciones entre el propieta-
rio y su tierra. Y tal respuesta es
cierta cuando se evalúan los impac-
tos negativos de la inseguridad de
tenencia de la tierra sobre las inver-
siones y cultivos a largo plazo. Por
otro lado, Jaramillo y Kelly (1999)
reconocen que aunque existe inse-
guridad sobre la tenencia de la tie-
rra en todas partes de América La-
tina, hay muy pocas investigaciones
empíricas sobre el impacto real del
aumento de la seguridad.

Por ello, se recomienda que
mientras no haya estudios que de-
terminen el impacto de la tenencia
de la tierra en la toma de decisiones

sobre el uso de la misma, los profe-
sionales forestales deben seguir en
la búsqueda de otras soluciones que
permitan mejorar la seguridad de
cosecha de los propietarios foresta-
les. De cualquier forma, el proceso
de titulación de tierras en América
Latina es tan complicado, que es po-
co probable que se pueda resolver
rápidamente y definitivamente.

En varios países hay graves ries-
gos de polarización, y por ende de
fragmentación, del poder de los due-
ños de bosques: los grandes propie-
tarios son representados y defendi-
dos por los gremios industriales,
mientras que los pequeños y media-
nos quedan sin apoyo de los gran-
des. Este riesgo existe en toda la re-
gión, pero parece más evidente en
Costa Rica y Guatemala.

En general, la polarización de los
propietarios forestales en dos gru-
pos: empresarios y campesinos, hace
daño al grupo de propietarios en su
totalidad. Cabe aclarar que en Cen-
troamérica, por empresario forestal
no se entiende necesariamente el
dueño de una entidad jurídica dedi-
cada a la actividad forestal, sino una
persona natural que participa en dis-
tintas fases de la producción forestal.

La polarización mencionada de-
ja por fuera a una buena parte de
propietarios forestales que, aunque
tengan sus títulos de propiedad en
regla, son demasiado pequeños co-
mo para ser empresarios, pero de-
masiado grandes para ser campesi-
nos. Un propietario puede tener in-
tereses comunes con los industriales,
pero a lo mejor puede tener más en
común con otros propietarios, inde-
pendientemente de qué tan grande
sea su finca, o de cuán claro esté el
título de su tierra. Aunque existan
propietarios grandes, hay muy pocos
que son lo suficientemente fuertes
como para entrar en el negocio del
procesamiento de productos fores-
tales en forma competitiva; por ello,
se vuelve necesario que los propie-
tarios busquen la cooperación entre
ellos.

Se recomienda, entonces, no usar
tanto las palabras “campesino” y “em-
presario”, sino más bien hablar sim-
plemente de productores forestales.

En todos los últimos procesos de
política forestal (p.ej., formulación
de las nuevas políticas y/o leyes en
Costa Rica, El Salvador, Nicaragua
y Honduras) se ha dado un alto ni-
vel de participación. Los procesos
de Costa Rica y Honduras se consi-
deran hasta ejemplares (CCAD
2002). En este momento, funciona-
rios y propietarios que participan en
la formulación de políticas foresta-
les están de luna de miel. No obstan-
te, hay que tener mucho cuidado de
que el proceso no acabe en divorcio,
especialmente en lo que respecta a
los largos procesos de aprobación de
nuevas leyes forestales en El Salva-
dor, Honduras y Nicaragua.

En El Salvador, el proceso de for-
mulación de la Ley Forestal tardó
casi diez años y unas 30 versiones de
anteproyecto, hasta que la Ley fue fi-
nalmente aprobada en el 2002. El
proceso ocasionó cierto cansancio
entre los oficiales del gobierno y re-
presentantes del sector privado. Sin
embargo, la aprobación política de la
Ley se logró sin mayores cambios de
contenido, así que finalmente los que
participaron en el proceso quedaron
más o menos satisfechos. En Nicara-
gua, la necesidad de una nueva ley
forestal fue reconocida ya en 1993,
cuando se emitió el Reglamento Fo-
restal. La Ley de Conservación, Fo-
mento y Desarrollo Sostenible del
Sector Forestal fue aprobada en el
2003, después de múltiples cambios
en el proceso de aprobación política.

En Honduras, el proceso está en
camino, pero si la aprobación de la
ley tarda mucho, o si cambia mucho
el contenido de la propuesta consen-
suada, habría desmotivación y des-
contento entre quienes participaron
en la formulación de la ley. Si la Ley
fuera aprobada, Honduras tendría
una oportunidad histórica única en
Centroamérica en el establecimien-
to de un proceso completo de políti-
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ca forestal, pues primero se definió
la política forestal del estado, y des-
pués una ley forestal con otros ins-
trumentos legales, instituciones co-
rrespondientes, planes estratégicos y
programas de desarrollo.

En el caso de Nicaragua, el proce-
so quizás no sería tan completo ya
que recientemente se reestructura-
ron las instituciones del sector en el
país, incluyendo un nuevo Instituto
Nacional Forestal. Un resultado claro
de las entrevistas es que, para conser-
var la confianza de los propietarios,
es primordial que haya continuidad
en las políticas; por eso, no es conve-
niente hacer cambios frecuentes en la
legislación e institucionalidad del
sector. Sin embargo, el desarrollo de
políticas forestales se debe ver como

un proceso cíclico de retroalimenta-
ción y adecuación de las políticas. La
principal recomendación para las
nuevas políticas –según los entrevis-
tados- es tomar en cuenta el sector
agropecuario y el medio ambiente.

En la región se ha generado bas-
tante experiencia en este campo; es
necesario, eso sí, fortalecer el inter-
cambio de experiencias positivas en-
tre los países. Aún países que no se
consideran muy fuertes en lo fores-
tal, como El Salvador y Panamá, han
acumulado muchas experiencias que
pueden servir a sus vecinos. Primero,
se han estrechado las relaciones del
sector forestal con el poder económi-
co en sus países, incluyendo entida-
des bancarias y aseguradoras. Tam-
bién, ya desde hace mucho tiempo, se

ha sentido la necesidad de tomar en
cuenta a otros sectores en la planifi-
cación forestal. Además, las estrate-
gias actuales en cuanto a los incenti-
vos indirectos son más realistas.

Los procesos recientes de política
forestal han demostrado que Costa
Rica, Guatemala, Honduras y Nica-
ragua poseen organismos con poder
de convocatoria, incluso fuera del
sector forestal, capaces de dirigir
procesos políticos participativos. Sin
embargo, los resultados de las entre-
vistas revelan que los contactos con
otros sectores aún son bastante espo-
rádicos. En realidad, los entrevista-
dos hicieron muy pocas referencias a
otros sectores; por ello se requiere
un esfuerzo especial para mantener
esta discusión intersectorial.
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